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Resumen

Las nuevas formas de organización social que apuestan por una seguridad pública, 

responden a un vacío de poder por parte del Estado; sin embargo, debemos repensar 

si los ciudadanos, por más organizados que se encuentren, pueden actuar de manera 

imparcial, objetiva, con miras al bien común y sin hacer justicia por su propia mano.

Palabras clave: Policía rural, policía comunitaria, guardias de defensa rural, autode-

fensas, justicia comunitaria, sobre reacción policiaca, pluralismo jurídico, derechos 

humanos, autodeterminación.

Abstract

The new forms of social organization in relation with public safety, is a consecuense of 

a big power vacuum; however we must rethink if more organized citizens can act 
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impartially, objectively, with a view to the common benefit, without take justice into their 

own hands.

WordKeys: Rural police, self-defence group, community justice, police overreacting, 

legal pluralism, human rights, self determination.

1. Introducción

Estas reflexiones surgen en un momento en el que el crimen organizado 
ha rebasado a las instituciones policiacas y a las estructuras de procura-

ción y administración de justicia en muchos lugares de nuestro país. El análisis 

de esta realidad se realiza a la luz de la interpretación jurisprudencial en torno 

a los temas de seguridad y fuerza pública. La primera parte del texto plantea, en 

forma retórica, los retos que implican las nuevas formas de organización poli-

ciaca; la segunda parte alude a la necesidad de intervención de la fuerza pública 

para mantener la paz y la armonía; en la tercera parte se esbozan los antecedentes 

de los grupos de autodefensas como forma de protección frente a la problemática 

delictiva; la cuarta y quinta parte aluden al marco jurídico de la fuerza pública y 

la seguridad y, aunque en nuestro país frecuentemente cambian las denomina-

ciones para los grupos de seguridad, sin duda constituyen una orientación básica. 

La sexta parte de estas reflexiones es dedicada a la hermenéutica judicial en 

relación con la organización, la ética, los actos policiacos y su regularidad, las 

sinergias entre las diversas fuerzas policiacas, la restricción de derechos y el 

uso de la fuerza. Para concluir se contempla un breve apartado relativo a los 

derechos humanos y el buen gobernar. Respecto de esto último, si bien a lo largo 

de todo el texto reconocemos que las formas de organización social son eman-

cipatorias de las comunidades, también enfatizamos el hecho de que el Estado 

no puede incumplir, de ninguna manera, sus obligaciones de garantizar, proteger 

y respetar los derechos humanos de las personas, en cuyo cumplimiento juega 

un papel esencial la función de seguridad pública.
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2. Planteamiento

El tema de la seguridad nos importa a todos, ya que en la medida que tengamos 
paz y tranquilidad en nuestro entorno podemos desarrollarnos libre y plenamente.

La seguridad pública se logra a través de la organización y la fuerza que posee el 
Estado, su fin es proteger a los ciudadanos y a sus familias, evitando que sufran 
violaciones a sus derechos y libertades. En este sentido, la seguridad pública se 
centra generalmente en la figura de la policía, cuyos diversos cambios en México 
han incidido no sólo en su nombre, sino en su estructura. 

En 2009 se promulgó la Ley General de Seguridad Pública,1 la cual establece di-
versas instancias que conforman el sistema de seguridad pública. Según este 
ordenamiento y conforme al artículo 21 constitucional, su objetivo primordial es 
proteger a la ciudadanía a través de la prevención, la investigación y la perse-
cución de los delitos.

En este trabajo se analizará la interpretación que la jurisprudencia ha hecho en 
torno a la seguridad y a la fuerza pública, desde una mirada actual y frente a la 
realidad que se vive en nuestro país; en un momento en el que el crimen orga-
nizado ha rebasado el quehacer policiaco y las estructuras de procuración y 
administración de justicia. 

Esta situación, si bien no es generalizada en todo México, se puede observar en 
algunas regiones. La incapacidad institucional para enfrentar a la criminalidad, 
sobre todo en los ámbitos municipales y la falta de respuestas en la prevención 
del delito, por un lado, y la necesidad de combatir la delincuencia y fomentar la 
paz pública, por otro, han propiciado que sectores de la sociedad se organicen 

1 Última reforma del 29 de octubre de 2013.
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a través de grupos de protección para recuperar sus espacios y defender sus 
derechos en general. Aunque estos grupos defienden sus intereses legítimos, 
en ocasiones han rebasado el límite de lo legal al hacerse justicia por propia 
mano, con consecuencias políticas, jurídicas, económicas y sociales para nuestro 
país, es decir, poniendo en entredicho los valores de la convivencia social, tales 
como el respeto, la tolerancia, el respeto a la ley y la justicia. La justicia por propia 
mano ha sido abordada por la jurisprudencia con fundamento en el artículo 17 
constitucional, al establecer su prohibición para los particulares y reservando 
estas funciones al quehacer jurisdiccional.2

Motivados por el mismo factor de la inseguridad y la eficiencia de las autoridades, 
se han creado diversos movimientos armados que, de inicio, no cuentan con el 
reconocimiento de los gobiernos estatales o municipales, aunque con el tiempo 
se les ha reconocido.

Si bien el fin planteado por estos grupos es defenderse del crimen organizado, 
en ocasiones, han tomado la justicia en sus manos, generando un conflicto 
social y afectando la institucionalización.

Resulta sumamente difícil que la justicia comunitaria, la justicia indígena o los 
grupos organizados de seguridad pública puedan lidiar, combatir o erradicar a 
la delincuencia organizada, y más difícil aún, desde sus funciones, contribuir al 
bienestar común. 

Un caso especial es Michoacán, donde los gobiernos federal y estatal firmaron 
un convenio de colaboración con grupos de autodefensa para que éstos fueran 

2 Cfr. "JUSTICIA DE PROPIA MANO. CONTENIDO DE LA PROHIBICIÓN CONSTITUCIONAL", Novena 
Época, registro digital: 168886, Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, tesis aislada, 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVIII, septiembre de 2008, Materia Común, I.4o.C.29 K, 
p. 1305.
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"legalizados" o reconocidos por el Estado, ingresando las guardias de defensa 
rural a las corporaciones policiacas municipales.

Sin embargo, permitir que grupos de civiles se enfrenten al crimen organizado es 
una forma de rehuir las obligaciones que los Estados tienen con los ciudadanos.

Ante estos nuevos policías cabe hacerse las siguientes preguntas:

•	 ¿Cumplirán y harán valer las obligaciones internacionales que tiene el 
derecho mexicano con las personas? 

•	 ¿Respetarán los derechos fundamentales? 
•	 ¿Conocerán los límites de la fuerza?
•	 ¿Coadyuvarán eficazmente en el restablecimiento de la paz y el orden 

público en los diferentes Estados y municipios? 

Y los policías de las corporaciones existentes:

•	 ¿Actuarán de manera efectiva y razonable, o pesarán sobre ellos re­
cuerdos del pasado como los de 1968, que les impedirá actuar? 

•	 ¿El Estado mexicano utilizará "la fuerza de la razón o la razón de la 
fuerza"3 para erradicar la violencia? 

•	 ¿Actuarán éticamente en el uso de la fuerza?

3. La sociedad requiere de la fuerza del Estado 
para la protección de sus intereses

Sería maravilloso que las personas no necesitáramos de las acciones del Estado 
para respetar los derechos de los otros. Sin embargo, en tanto no concientice

3 Por retomar, con una ligera modificación, el emblemático título de una obra colectiva realizada por el 
Inacipe. Vid. MENDIETA JIMÉNEZ, Ernesto, et al., La fuerza de la razón y la razón de la fuerza. El uso legítimo de 
la violencia, Inacipe, México, 2009.
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mos que nuestras actuaciones personales afectan a los demás, esto constituye 

una utopía.

El delito siempre ha existido, el reto es controlarlo para mantenerlo dentro de 

los límites de la gobernabilidad democrática. En todas las sociedades la policía 

es función del Estado: 

La policía, tradicionalmente encargada de la aplicación de leyes, así como del mante-

nimiento del orden público, es la función del Estado por la que ejerce la facultad de 

uso de la fuerza y en la que se encuentra constantemente en contacto con la comunidad, 

lo que hace que la calidad y característica de tal función identifiquen al Estado frente 

a la sociedad.4 

La seguridad pública pretende lograr las condiciones para que, en un espacio 

determinado, las personas puedan gozar plenamente de sus derechos y poten-

cializar sus capacidades humanas; por tanto, se vincula a los objetivos de lograr 

la armonía, la paz pública y la tranquilidad.

En el marco de los derechos humanos se ha considerado que la seguridad pública 

"…se brinda a las personas a través de medidas preventivas o de seguridad, que 

deben ser oportuna y eficazmente aplicadas. Además este derecho constituye 

un factor fundamental para la consolidación del sistema de libertades y la garantía 

del respeto irrestricto en el ejercicio, protección y promoción de los derechos 

humanos, lo que conlleva la exigencia de protección del orden público."5

4 MENDIETA JIMÉNEZ, Ernesto, "Seguridad pública y policía para el desarrollo en democracia" en 
Ibidem, p. 65.

5 Informe especial sobre los grupos de autodefensa y la seguridad pública en el Estado de Guerrero, CNDH, 
México, 2013, p. 2, consultable en: http://www.cndh.org.mx/sites/all/fuentes/documentos/informes/especiales/ 
2013_IE_grupos_autodefensa.pdf (13 de octubre de 2014).
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En este sentido, el Estado debe garantizar la protección de los derechos humanos 
de las personas y su patrimonio, de lo contrario, es imposible que exista un de
sarrollo personal y comunitario. De la seguridad pública depende en gran medida 
dicha protección que, si se violenta, genera conflictos que afectan el desarrollo 
social de las personas, así como el ámbito económico, productivo y de compe-
titividad de los Estados. 

¿Qué ocurre cuando se violentan los derechos de las personas, cuando subsisten 
actos como la tortura, la desaparición forzada, el secuestro? ¿o cuándo va en 
aumento la trata de personas, la pornografía infantil, el narcotráfico, el tráfico 
de armas? Sin duda ello trastoca la vida de las personas, generando miedo y por 
ello es necesaria la intervención de la fuerza pública para mantener la paz y la 
armonía.

4. Los grupos de autodefensas 
como manera de protección  
frente a un enemigo común

¿Qué pasa cuando esta fuerza pública resulta acotada por actuaciones abusivas 
del pasado o cuando se inhibe en sus actuaciones, sustentada en un falso respeto 
a los derechos humanos? ¿Qué pasa cuando las autoridades son rebasadas por 
el propio crimen? Este pequeño ensayo no pretender responder a todas las 
interrogantes planteadas, pero aprovecha los cuestionamientos para abrir es-
pacio a la reflexión.

Frente a la inactividad o incapacidad del Estado para defender los derechos, 
contribuir a la paz y a la armonía, los ciudadanos han buscado organizarse.  

Por una parte, la organización ciudadana es loable (y deseable), ya que la mayoría 
de las veces apuesta por el bien común; pero existen ocasiones en que estos 
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grupos de la sociedad civil se salen de control y empiezan a hacer justicia por 
su propia mano.

Las fuerzas de organización policiaca han existido desde hace tiempo. Las policías 
comunitarias surgen en 1995 en Guerrero como un sistema de seguridad propio. 
Se encuentran reconocidas en la Ley 281 de Seguridad Pública del Estado de 
Guerrero,6 así como en la Ley 701 de Reconocimiento, Derechos y Cultura de los 
Pueblos y Comunidades Indígenas del mismo Estado.7 Además, la policía comu-
nitaria es reconocida en los sistemas normativos de los pueblos indígenas. 

Francisco y Pascacio de 19 y 22 años de edad, respectivamente, son indígenas nu'saavi 
de la comunidad de Arroyo Coniapan. Portan con orgullo su uniforme, consistente en 
una gorra y una playera con la insignia de la policía comunitaria, un pantalón de mez-
clilla, huaraches y rifle. Se muestran satisfechos con su cargo, pues aunque no reciben 
pago alguno, son escogidos por su buen comportamiento. 

"El pueblo hace reunión para que la gente nombre a la policía y al comandante. Se escoge 

a los que no han cometido ningún error. Me siento bien con mi comunidad. Es algo 

6 "Artículo 18. Los Ayuntamientos deben prestar el servicio de seguridad pública en toda su jurisdicción 
territorial, por ello en las delegaciones o comunidades que por circunstancias de naturaleza geográfica, 
económica, social o cultural no exista este servicio, podrán crear y reconocer unidades o agrupamientos es-
peciales de policía comunitaria preventiva integrados con miembros de la propia comunidad que revistan el 
carácter de personas honorables y sean considerados aptos para la prestación del servicio de seguridad pública, 
tomando en cuenta los usos y costumbres de la propia comunidad, proporcionándole las compensaciones, 
estímulos y equipamiento para el cumplimiento de sus funciones conforme a sus posibilidades presupuesta
les, sin contravenir el marco constitucional y legal vigente; las cuales tendrán el carácter de auxiliares de la 
seguridad pública." Ley 281 de Seguridad pública del Estado de Guerrero, consultable en: http://docs.mexico.
justia.com.s3.amazonaws.com/estatales/guerrero/ley-numero-281-de-seguridad-publica-del-estado-de-guerrero.
pdf (6 de octubre de 2014)

7 Artículo 6, fracción XI: "Policía Comunitaria. Cuerpo de seguridad pública reconocido, de conformidad 
con los sistemas normativos de las comunidades y pueblos indígenas", y artículo 37, párrafo I: "El Estado de 
Guerrero reconoce la existencia del sistema de justicia indígena de la Costa-Montaña y al Consejo Regional 
de Autoridades Comunitarias para todos los efectos legales a que haya lugar. Las leyes correspondientes fijaran 
las características de la vinculación del Consejo con el Poder Judicial del Estado, sistema estatal de seguridad 
pública, respetando la integralidad y las modalidades de las funciones que en cuanto a seguridad pública, 
procuración, impartición y administración de justicia se ejercen por el Consejo." Ley 701 de Reconocimiento, 
derechos y cultura de los pueblos y comunidades indígenas, consultable en: http://www.guerrero.gob.mx/ 
consejeriajuridica (6 de octubre de 2014).

REVISTA CEC_01.indb   200 23/10/2015   08:20:15 a.m.



ALGUNAS RESPUESTAS JURISPRUDENCIALES A PROPÓSITO DE LAS POLICÍAS COMUNITARIAS...

	 núm. 1 	 201

bueno lo que estoy haciendo", dice Francisco. El sistema que los comunitarios han 

desarrollado tiene tres niveles: la asamblea de cada uno de los municipios, la Asamblea 

Regional de Autoridades Comunitarias y la Coordinadora Regional de Autoridades 

Comunitarias (CRAC). Este sistema también ha logrado readaptar a los que infringen 

las normas de la comunidad. Las sanciones por faltas leves –como el arresto hasta por 

24 horas, y la multa de hasta 200 pesos, reparación de daño y trabajo comunitario– las 

fija el comisario local. Cuando la faltas son graves, las sanciones son determinadas 

por el CRAC, las cuales consisten en que el culpable debe realizar trabajo a favor de la 

comunidad por 15 días en cada uno de los 54 pueblos. En todos los casos, los sábados 

y domingos los viejos de los pueblos les imparten pláticas y los invitan a la reflexión de 

sus actos.8

Generalmente los cargos desempeñados en las comunidades indígenas, como 
son juez o policía, no generan honorarios. Es decir, desde la cosmovisión indígena 
se considera un privilegio, un honor y parte de una responsabilidad compar
tida, servir a la comunidad9 y, por ello, estos servicios no son remunerados.

Los movimientos organizados se pueden analizar desde una "Escuela Histórica", 
en la cual se aboga por el derecho del pueblo, expresado en sus costumbres. En el 
caso de algunas comunidades indígenas, particularmente en el Estado de Gue-
rrero, la seguridad pública ha tomado un cariz propio, toda vez que, como policía 
comunitaria han buscado la protección de sus mercancías y los recursos obte-
nidos. Esta forma de seguridad pública a través de la comunidad deja entrever 
que el gobierno es poco eficaz en garantizar la seguridad y el funcionamiento 
de estos grupos impacta en el ámbito jurídico, político, económico y social en 
cuanto a la comunidad específica. 

8 CAMACHO, Zósimo, "Policía comunitaria rebasa al gobierno", en Revista Contralínea, n. 70, año 5, enero 
2007, consultable en: http://www.contralinea.com.mx/archivo/2007/enero/htm/policia_comunitaria_rebasa_ 
gobierno.htm (7 de octubre de 2014).

9 Juez indígena Eziquio, de Aquismón, San Luis Potosí, en Foro Indígena, celebrado en la ciudad de Puebla 
y organizado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Benemérita Universidad de Puebla, noviembre 
de 2013.
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Como lo apunta García Villegas, pensadores de finales del siglo XIX y principios 
del XX que pueden considerarse como "progresistas" (tales como Eugen Ehrlich, 
Herman Kantorowicz o Santi Romano, inspirados todos por Savigny) ya mani-
festaban que se debe tener una visión del derecho que comprenda la tutela de 
los derechos sociales como sería, en este caso, la defensa de la cultura, los 
derechos económicos y sociales, los derechos ambientales, la autodeterminación 
social y el progreso político, como formas sociales de organización para lograr 
su desarrollo pleno. Reconocer estos movimientos organizados a partir de este 
derecho viviente se convierte en una forma de derecho oficial.10 

La interpretación jurisprudencial señala que no se deben tener en cuenta los 
argumentos que se invoquen por lo que hace a costumbres que existan en cierta 
región, ni la supuesta idiosincrasia de sus habitantes, para que se convaliden 
comportamientos delictuosos para repeler agravios, pues ello sería justificar 
actos de venganza de represión.11

Aquí vale la pena preguntarnos sobre la vigencia de esta tesis, considerando 
que el asunto del cual deriva data de 1974. En ausencia de una seguridad pública 
eficaz para la comunidad, percibimos que estos comportamientos, si bien están 
al margen de la ley, constituyen formas de organización que impulsan prácticas 
jurídicas y sociales emancipadoras, sobre todo si se toma en consideración que 
el criterio es anterior a las reformas constitucionales del artículo 2o. constitucional, 
respecto a los pueblos indígenas y al reconocimiento de su autonomía.

Uno de los principales factores del surgimiento del Sistema de Seguridad, Justicia 
y Reeducación Comunitaria del Estado de Guerrero (policía comunitaria), fue la 
ineficacia y la corrupción del sistema de seguridad pública del Estado, lo que 

10 Cfr. GARCÍA VILLEGAS, Mauricio, Sociología y crítica del derecho, Fontamara, México, 2007, p. 28.
11 Cfr. "COSTUMBRE CONTRARIA A DERECHO", Séptima Época, registro digital: 235790, Primera Sala, 

tesis aislada, Semanario Judicial de la Federación, Volumen 68, segunda parte, Materia Penal, p. 18.
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orilló a que la comunidad se organizara, sobre todo en las zonas donde se produce 
café, maíz y jamaica, ya que corrían peligro de asalto durante el traslado de 
los productos, con potencial pérdida de la mercancía y del dinero que llevaban 
consigo. Se trata de "…un sistema indígena basado en la iniciativa y aporta
ción colectivas, que buscan la seguridad pública y propicia el libre tránsito de 
personas y vehículos"12

Actualmente, la policía comunitaria en el Estado de Guerrero opera en doce 
municipios de la Costa Chica, participan 77 comunidades y existen alrededor de 
877 policías comunitarios, beneficiando a una comunidad de aproximadamente 
100,000 habitantes.13

Entender el surgimiento de estas nuevas formas jurídicas de protección a los 
ciudadanos, desde su espacio y realidad, implica entender la seguridad pública 
desde una nueva perspectiva y un nuevo contexto, es decir, a partir de su propia 
necesidad y realidad. En palabras de Mauricio García Villegas y César Rodríguez 
"impulsar prácticas e ideas emancipadoras dentro y fuera del campo jurídico".14 
Primero se organizaron partiendo de su realidad, posteriormente se instituciona
lizó y legisló a fin de darles un reconocimiento tanto a la figura jurídica como a 
sus necesidades. Hoy pasa algo similar con las denominadas autodefensas, 
después de su actuación, se busca su regulación jurídica a fin de que no se 
encuentren al margen de la ley. 

12 FUENTES SÁNCHEZ, Yolotli, El Sistema de Seguridad, Justicia y Reeducación Comunitaria del Estado de 
Guerrero como sistema de justicia paralelo al Estado, artículo de investigación para obtener grado de Maestría 
en Derechos Humanos y Democracia, FLACSO, México, 2008, p. 13, consultable en:  http://bibdigital.flacso.
edu.mx:8080/dspace/bitstream/handle/123456789/752/Fuentes_Y.pdf?sequence=1 (20 de octubre de 2014).

13 Datos extraídos de la página web de la Policía Comunitaria, Sistema de Seguridad y justicia comunitaria 
de la Costa Chica y Montaña de Guerrero, consultable en: http://www.policiacomunitaria.org/content/nuestra-
region (10 de octubre de 2014).

14 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio y RODRÍGUEZ, César, "Derecho y sociedad en América Latina: propuesta 
para la consolidación de los estudios jurídicos críticos", en GARCÍA VILLEGAS, Mauricio y RODRÍGUEZ, César 
(eds.), Derecho y sociedad en América Latina: un debate sobre los estudios jurídicos críticos, ILSA-Universidad 
Nacional de Colombia, Colombia, 2003, p. 17.
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Podemos considerar que la existencia de una policía comunitaria forma parte 

de un "proceso de especificación", como lo explica Fariñas Dulce,15 en el cual las 

comunidades indígenas atienden sus necesidades de forma particular, depen

diendo de la diversidad cultural, social y lingüística, y reclamando el derecho a 

su seguridad desde la particularidad de su entorno geográfico. Considerando lo 

anterior, puede decirse que se trata de una comunidad cohesionada y unida que 

persigue intereses particulares y apuntala un bien común.

Las asambleas comunitarias de la policía cuentan con un sistema de readapta

ción y con sanciones en beneficio de las propias comunidades que son aplicadas 

por ellas mismas. Atendiendo al pluriculturalismo de nuestro país y al Convenio 

169 de la OIT, estas opciones son totalmente válidas y fundamentan parte del 

pluralismo jurídico. Las decisiones de los líderes comunitarios "tienen el poder 

de imponerse con fuerza de autoridad, de convertirse en regla".16 

García Villegas señala como parte de los componentes sociales diversos fenó

menos que integran los campos jurídicos, como son: la pluralidad, la ineficacia 

y el autoritarismo. La pluralidad jurídica en el caso concreto de la policía co

munitaria, se proyecta por la coexistencia de regímenes, formales e informales, 

destinados a resolver el problema de la seguridad, afectando desde luego el 

ámbito cultural y la institucionalidad de la comunidad, toda vez que existe la apli

cación de un derecho específico de carácter plural.17

15 Cfr. FARIÑAS DULCE, María José, "Sociología de los Derechos Humanos" en AÑÓN, María José; BER-
GALLI, Roberto; CALVO, Manuel; CASANOVAS, Pompeu (coords), Derecho y Sociedad, Tirant lo Blanch, España, 
1998, pp. 690-691.

16 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio, Sociología y crítica…, op. cit., pp. 261 y 262.
17 Idem.
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El discurso jurídico frente al fenómeno de la policía comunitaria trata de tomar la 

iniciativa de las comunidades a efecto de que la misma no resulte ilegítima,18 

por ello, desde mi perspectiva, existe la posibilidad de una doble vía frente a la 

necesidad del reconocimiento. Si bien, por un lado, muchos de estos movimientos 

se encuentran legitimados y buscan no encontrarse fuera de la ley, por otra parte, 

el Estado no puede permitir que grupos civiles actúen en materia de seguridad 

por la libre y armados.

Según lo señalado por Wolkemer,19 en relación con el pluralismo jurídico estatal, 

podemos considerar que la policía comunitaria se encuentra reconocida, 

permitida y controlada por el Estado, es decir, el gobierno de Guerrero reconoce 

la necesidad que participen las personas en la defensa de sus propiedades y sus 

vidas, reconociendo a su vez, jurídicamente, sus actuaciones en la figura de la 

policía comunitaria. Dentro de las comunidades existe plenamente un pluralismo 

jurídico comunitario; las personas que conforman tanto la policía como la 

asamblea actúan con autonomía propia, subsistiendo más allá del control estatal. 

Esto es muy claro porque son personas totalmente legitimadas frente a la co

munidad, con un comportamiento ejemplar y porque su organización subsiste 

más allá del control estatal. 

Ahora bien, podría pensarse que un caso similar al de las policías comunitarias 

en Guerrero es el del Estado de Michoacán, donde al parecer existe también el 

reconocimiento a la policía comunitaria en poblaciones indígenas, pero las 

particularidades de ciertos acontecimientos actuales nos invitan a la reflexión. 

18 Sobre la función de legitimación del discurso jurídico de derechos humanos, cfr. HABA, Enrique P., 
"¿De qué viven los que hablan de derechos humanos? (tres tipos de discursos-dh: "de", "para", "con")" en Doxa, 
n. 26, Universidad de Alicante, España, 2003, consultable en: http://www.cervantesvirtual.com/obra/
de-qu-viven-los-que-hablan-de-derechos-humanos-0/ 

19 Cfr. WOLKEMER, Antonio Carlos, "Pluralismo jurídico: nuevo marco emancipatorio en América latina" 
en Derecho y sociedad en…, op. cit., pp. 251-252.
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A finales de febrero de 2013, se publicó una nota periodística20 señalando que 
habitantes de Tecaltepaltepec y Buena Vista Tomatlán, Michoacán, habían con
formado nuevos grupos de autodefensa. En la fotografía de dicha nota, se puede 
ver que estas personas tienen pasamontañas y están equipados con rifles AK-47. 
En una entrevista al secretario de Gobierno del Estado, la misma nota refiere 
que estas personas despojaron a la policía local de sus armas y patrullas, esta
bleciendo retenes para revisar vehículos y personas. 

Frente a los sucesos referidos caben las siguientes preguntas:

•	 ¿Pueden equipararse, por un lado, el reconocimiento de las policías 
comunitarias y, por otro, el surgimiento de los "nuevos" grupos de 
autodefensa?

•	 ¿Podría considerarse que poseen un grado equivalente de legitimidad 
o que comparten el mismo principio de justificación?

La policía comunitaria es, ciertamente, un fenómeno localizado ya que, en pa-
labras de Boaventura Sousa, se busca generar y mantener espacios comunitarios 
fundados en las relaciones frente a frente y regidos por lógicas participativas,21 
lo cual conlleva a una política emancipatoria. ¿Podrá decirse lo mismo de los 
actuales grupos de autodefensa?

5. Marco jurídico internacional y nacional 
en el uso de la fuerza pública y la seguridad

El marco normativo vigente en materia de seguridad pública está integrado por 
cerca de 142 ordenamientos jurídicos nacionales, entre los que se encuentran 

20 Cfr. GARCÍA, Adán, "Michoacán condena a grupos de autodefensa armados con AK-47", Periódico Re-
forma, 26 de febrero de 2013.

21 Cfr. SOUSA SANTOS, Boaventura de, La caída del Ángelus Novus: ensayos para una nueva teoría social 
y una nueva práctica política, ILSA, Colombia, 2003, p. 214. 
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leyes, reglamentos, códigos, decretos, lineamientos, manuales, acuerdos, otros 

ordenamientos y disposiciones diversas.22 

El fundamento constitucional de la seguridad pública se encuentra en el artículo 

21, el cual señala que los responsables de la misma son la Federación, el Distrito 

Federal, los Estados y los Municipios, en sus diversas competencias y establece 

para ello un sistema nacional de seguridad pública. Además, el artículo referido 

contempla los principios de legalidad, eficiencia, profesionalismo y honradez, como 

fundamento de las actuaciones de todas las instituciones de seguridad.

La Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública establece como fines: 

salvaguardar la integridad y derechos de las personas, preservar las libertades, la 

paz y el orden público, y comprende la prevención especial y general de los delitos, 

la investigación para hacerla efectiva, la sanción de las infracciones administra-

tivas, así como la investigación, la persecución de los delitos y la reinserción 

social del individuo.23 

Según el mismo ordenamiento, las Instituciones de Seguridad Pública serán de 

carácter civil, disciplinado y profesional, las cuales deberán fomentar la partici-

pación ciudadana y rendir cuentas.24

En el plano internacional encontramos principios básicos y un manual que incluye 

el uso de la fuerza y el de las armas de fuego, bajo el respeto a los derechos 

22 Contenidas en la página de la Comisión Nacional de Seguridad, consultable en: http://www.ameripol.
org/portalWebApp/appmanager/portal/desk?_nfpb=true&_pageLabel=portals_portal_page_m2p1p2&content_
id=812184&folderNode=810284&folderNode1=810219 (10 de octubre de 2014).

23 Artículo 2o. de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, última reforma en el Diario 
Oficial de la Federación de 28 de diciembre de 2012.

24 La ley contempla principios éticos como la legalidad, la objetividad, la eficiencia, la honradez y el respeto 
a los derechos humanos, cfr. Ibídem, artículo 6o.
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humanos. Mucho de lo estipulado en los mismos se recoge en los ordenamientos 
jurídicos internos. 

Los Principios básicos sobre el empleo de la fuerza y las armas de fuego por los 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley25 incluyen diversas obligaciones 
gubernamentales. Dentro de las disposiciones generales del documento se 
señala: 1) La adopción de normas y reglamentos sobre el empleo de la fuerza y 
las armas contra las personas, por parte de los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley, quienes examinarán cuestiones éticas al respecto. 2) El estable-
cimiento de métodos diferenciados entre el uso de la fuerza pública y las armas 
de fuego; para estas últimas se contemplarán armas incapacitantes no letales, 
restringiendo el empleo de medios que puedan causar lesiones; quienes sean 
encargados de hacer cumplir la ley deberán contar con equipo protector como 
chalecos, cascos, escudos, medios de transportes blindados, a fin de disminuir 
la necesidad de armas de cualquier tipo. 3) La realización de "…una cuidadosa 
evaluación de la fabricación y distribución de armas no letales incapacitantes a 
fin de reducir el mínimo riesgo de causar lesiones a personas ajenas a los hechos 
y se controlará con todo cuidado el uso de tales armas".26 4) La utilización de 
medios no violentos, por parte de quienes dentro de sus funciones hacen cumplir 
la ley, antes de recurrir al empleo de la fuerza y armas de fuego; éstas se utilizarán 
cuando otros medios resulten ineficaces y no garanticen el resultado previsto. 
5) Cuando el uso de arma de fuego sea inevitable, los funcionarios27 que hacen 
cumplir la ley deberán: ejercer moderación y actuar en proporción entre la gra-
vedad del delito y el objetivo legítimo que se persiga; reducir daños y lesiones; 

25 Principios básicos sobre el empleo de la fuerza y las armas de fuego por los funcionarios encargados de 
hacer cumplir la ley, Nueva York, ONU, Doc. A/CONF.144/28/Rev.1990.

26 Ibídem, disposiciones generales 3.
27 En el documento se señala funcionarios públicos, sin embargo, esta connotación debería cambiar a 

servidores públicos, ya que todos aquellos que trabajan en las instituciones gubernamentales debería tener 
la vocación de servicio, asumiendo como finalidad el bien común, es decir, un compromiso frente a las personas 
que conforman la comunidad.
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proteger la vida humana; buscar que se preste asistencia y servicio médico a 
los heridos o afectados, y notificar lo sucedido a familiares de los afectados. 
6) En caso de lesiones o muerte, comentarán a sus superiores. 7) En la legislación 
deberá preverse el castigo al uso abusivo de la fuerza. 8) No se podrán invocar 
circunstancias para violentar los mencionados principios. 

Estas disposiciones generales son acompañadas de otros rubros especiales, 
como la actuación en caso de reuniones ilícitas, la vigilancia de personas bajo 
custodia o detenidas, las calificaciones, capacitación y asesoramiento, la pre-
sentación de informes y recursos. 

Cabe mencionar que, además de los principios, existe un Manual ampliado de 
derechos humanos para la policía,28 en el cual se contempla la aplicación de los 
principios generales al establecer para ello normas de derechos humanos (bajo 
una perspectiva internacional de aplicación) y práctica de derechos humanos 
(capacitación, cooperación y política global de derechos humanos); además se 
contempla la exigencia de una conducta ética y lícita, que evite la corrupción y 
anteponga el respeto a la dignidad de las personas y a los derechos humanos, 
observando la legalidad, necesidad, no discriminación, proporcionalidad y 
humanidad.

Este documento incluye la actuación de la policía en las democracias y señala 
como normas de derechos humanos, el deber de protección a la seguridad 
pública y los derechos de las personas, su representación en la comunidad y la 
obligación de obediencia, respeto y servicio a la misma, entre otras. También 
comprende prácticas de derechos humanos específicas para todos los funcio-
narios de policía y para los funcionarios con responsabilidad de mando y super-
visión. En el documento encontramos la no discriminación en la aplicación de 

28 Normativa y práctica de los derechos humanos. Manual ampliado de derechos humanos para la Policía, 
Naciones Unidas, Nueva York y Ginebra, 2003.
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la ley, las investigaciones policiales, la detención, el periodo de detención pre-
ventiva, el uso de la fuerza, las armas de fuego, los disturbios civiles, los estados 
de emergencia y los conflictos armados, la protección a menores, mujeres, refu
giados y extranjeros; los derechos humanos de las víctimas, mando y gestión de 
la policía, las violaciones de los derechos humanos cometidas por policías y 
diversas fuentes normativas de derechos humanos.

Sobre la labor policial en la comunidad se señala, como parte del respeto a los 
derechos humanos, el establecimiento de relaciones entre la policía y los miem-
bros de la comunidad, la adopción de un plan de acción y política en relación 
con la comunidad, la contratación de agentes de todos los sectores de la comu-
nidad; también se contempla la obligación de dar información pública, tener 
contacto con los grupos de la comunidad y realizar actividades que no estén 
vinculadas con la labor policial. En este rubro, se visualiza una policía cercana 
a la comunidad, aspecto poco viable en atención al número de policías en las 
comunidades. En la misma tónica, el mando único de policía contempla a 
las policías de proximidad al establecer una estrategia articulada desde el ámbito 
estatal y buscando mayor cercanía con la comunidad.

6. Las nuevas formas de organización 
vs. sustituir las obligaciones del Estado

Frente a la realidad imperante y los retos que implica el permitir que un grupo 
de personas se encuentren armadas para defender sus intereses, los desafíos 
que tiene el Estado son mayúsculos. Primero debemos enfatizar las obligacio
nes que tiene el Estado frente a sus ciudadanos que implican procurarles bienes
tar, garantizar sus derechos, propiciar la paz y la democracia; sin embargo, hemos 
visto que frente a la incapacidad del Estado los ciudadanos se pueden organizar, 
lo que, si bien resulta idóneo para la construcción de ciudadanía (para la demo-
cracia), tratándose de la seguridad pública, puede no ser tan conveniente o 
favorable, ya que las consecuencias de la permisibilidad frente a los grupos de 
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autodefensa puede propiciar que se rebasen los límites, que se transformen en 

grupos subversivos que tomen a la justicia por propia mano. "El Estado liberal 

clásico, que es el Estado constitucional contemporáneo, nos exige renunciar a 

la violencia privada a cambio de la administración estatal de justicia, para así 

ofrecer una protección a nuestros bienes fundamentales".29 Así, el tema de la 

seguridad pública es un tema obligado para la autoridad; para el Estado cons-

tituye una obligación el procurar la paz a través de la seguridad, por ello los 

ciudadanos deben renunciar a la posibilidad de hacer justicia por su propia 

mano. Las evidencias de nuestra realidad (como la contratación de seguridad 

privada, el que la población busque armas para su protección, el que se organicen 

algunos ciudadanos en grupos de autodefensas) son signos inequívocos de "un 

desmoronamiento de las instituciones del Estado constitucional".30

7. La fuerza y la seguridad pública 
en la jurisprudencia

El conflicto con el uso de la fuerza pública se manifiesta principalmente en la 

falta de equilibrio entre el derecho de las personas a manifestarse en sus dife-

rentes formas y el uso legítimo de la fuerza por parte de las autoridades. Justa-

mente, cuando se rompe este equilibrio surgen los conflictos. 

Las tesis relativas a seguridad y fuerza públicas son escasas, pero vale la pena 

recordar esta hermenéutica judicial, que señala lo que se espera de la seguridad 

pública y de las fuerzas armadas. Ante esto vale preguntarse, por ejemplo, ¿cuál 

es el papel que deben desempeñar?, ¿cuáles son sus obligaciones?, ¿cuáles son 

29 SALAZAR UGARTE, Pedro, "Causas estructurales del problema de seguridad en México", en AA.VV., El 
uso de la fuerza pública en un Estado democrático de Derecho. Memoria del Congreso internacional, Inacipe, 
México, 2011, p. 89.

30 Idem.
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los principios éticos que les rigen?, ¿cómo se armonizan las obligaciones cons-
titucionales con las obligaciones internacionales del Estado?

Muchas de estas interrogantes las resolvió la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación (SCJN) a través de diversas tesis del Pleno31 vinculadas al llamado Caso 
Atenco, en donde se valoró si los policías habían utilizado legítimamente la fuerza 
pública. Estas interpretaciones fueron oportunas en su momento y cobran 
vigencia a pesar del avance en el marco jurídico de la seguridad pública en 
nuestro país. 

a. Organización y atribuciones

La organización y el alcance de las funciones policiacas realizadas a través 
de la fuerza pública se recoge puntualmente en la tesis P.XLVIII/2010 del Pleno de 
la SCJN, en la que se señala que la seguridad pública está a cargo del Estado, 
reconociendo la actuación policial como un acto de autoridad sujeto a los man-
datos y límites constitucionales.

La seguridad pública está a cargo del Estado, en sus tres niveles de gobierno, es una 

función que comprende las acciones encaminadas a brindar seguridad a los gober

nados. Una de las atribuciones que asisten a dicha función es la relativa a ejercer la 

fuerza del Estado, esto es, la fuerza pública. Por tanto, el acto policiaco, al ejecutarse 

por elementos del Estado en ejercicio de las funciones de seguridad pública, constituye 

un acto de autoridad y, como tal, está sujeto para su regularidad a los mandatos y límites 

constitucionales que lo rigen, en virtud de que, por naturaleza propia, puede restringir 

las libertades humanas, aun cuando dicha restricción pudiera ser legítima...32

31 Las jurisprudencias que se analizaron son las relacionadas con el expediente 3/2006, con motivo de la 
solicitud formulada para investigar violaciones graves a garantías individuales.

32 Cfr. "FUERZA PÚBLICA. LOS ACTOS POLICIACOS, AL CONSTITUIR ACTOS DE AUTORIDAD, 
ESTÁN SUJETOS PARA SU REGULARIDAD A LOS MANDATOS, LÍMITES Y REVISIÓN CONSTITUCIONAL 
QUE LOS RIGEN", Novena Época, registro digital: 163119, Pleno, tesis aislada, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, enero de 2011, Materia Constitucional, P.XLVIII/2010, p. 54.
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A la luz de esta tesis puede considerarse que el Estado confiere legalidad a 

las policías comunitarias al pactar con ellas acciones conjuntas con los cuerpos 

policíacos, o bien, al permitir que utilicen armas o actúen en determinadas 

circunstancias.

Las policías comunitarias, al igual que las autodefensas, están integradas por 

personas de la propia comunidad, lo que sin duda contribuye al involucramiento 

de los ciudadanos en la solución de sus propios problemas y ayuda a construir 

ciudadanía a partir de la libre autodeterminación de los pueblos, fundamental-

mente en donde existen comunidades indígenas. Sin embargo, es complejo 

intentar que estos grupos organizados, bien intencionados, que buscan defender 

sus derechos o intereses legítimos, puedan acabar con la delincuencia organi-

zada. Además, no parece adecuado dejar que el Estado delegue su obligación 

de brindar seguridad pública a estos cuerpos "civiles", únicamente "legalizándo

los o reconociéndolos", es necesario que el Estado cumpla directamente sus 

obligaciones.

b. Los principios éticos

En la jurisprudencia vemos considerados principios de ética en la actividad de 

los cuerpos policiacos como son: la legalidad, la eficiencia, el profesionalismo 

y la honradez.33 Estos principios, establecidos en el artículo 21 constitucional 

son interpretados por la jurisprudencia del siguiente modo:

33 Cfr. "FUERZA PÚBLICA. LA ACTIVIDAD DE LOS CUERPOS POLICIACOS DEBE REGIRSE POR LOS 
PRINCIPIOS DE LEGALIDAD, EFICIENCIA, PROFESIONALISMO Y HONRADEZ", Novena Época, registro 
digital: 163121, Pleno, tesis aislada, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, enero de 2011, 
Materia Constitucional, P.L/2010, p. 52.
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•	 Respecto de la legalidad, se considera que la actuación de los cuerpos 
policiacos debe encontrar siempre un fundamento en la ley y, en su 
caso, contar con una orden judicial. 

•	 En torno a la eficiencia, se exige que la actividad policial se realice apro­
vechando y optimizando los recursos, que se minimicen los riesgos que 
representa el ejercicio de actos de fuerza, para que éstos no den lugar 
a más actos de riesgo o violencia, y que el uso de la fuerza sea oportuno 
(evitar afectaciones a la vida e integridad de las personas). 

•	 En aras del profesionalismo, los policías deben tener amplia capacitación 
en las materias de la función pública; capacitación "que les permita 
cumplir su actividad en las condiciones legales y de facto exigibles; 
distinguir entre las opciones de fuerza que están a su alcance y conocer 
el momento en que es necesario aplicar una u otra, de tal manera que 
puedan reaccionar de forma seria, acertada, proporcional y eficiente, 
a los estímulos externos relacionados con su actividad."34

•	 Por último, la honestidad es comprendida como aquella "cualidad que 
les permitirá cumplir sus deberes con apego a la ley y minimizar las 
posibilidades de corromperse en detrimento de la seguridad de la 
sociedad".35

Ahora bien, si a estos principios deben apegarse quienes realicen actividades 
de policía, resulta pertinente reflexionar si las llamadas autodefensas, a quienes 
ahora se les otorga un reconocimiento legal, ¿garantizarán el cumplimiento de 
estos principios?, ¿podrán respetar los límites establecidos por los ordenamientos 
jurídicos existentes?

34 Idem.
35 Idem.
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c. Los actos policiacos sujetos a la regularidad

La función policiaca tiene como propósito brindar seguridad a los gobernados, 
por ello, los actos realizados por los servidores públicos, si bien tienen un poder, 
éste no es ilimitado, se sujeta a lo señalado por la legislación, siendo sus actos 
sujetos de revisión. 

[…] el acto policiaco, al ejecutarse por elementos del Estado en ejercicio de las funciones 

de seguridad pública, constituye un acto de autoridad y, como tal, está sujeto para su 

regularidad a los mandatos y límites constitucionales que lo rigen, en virtud de que, 

por naturaleza propia, puede restringir las libertades humanas, aun cuando dicha 

restricción pudiera ser legítima. Además, son actos revisables en cuanto a la necesidad 

de su realización y la regularidad legal de su ejercicio, sin menoscabo de que de tal 

revisión deriven o no efectos vinculatorios.36

d. Fundamento de los principios rectores en el ejercicio de la fuerza 
pública

Para ejercer funciones de seguridad pública es necesario un desarrollo normativo 
y legal, reglamentario y protocolario, "sin embargo la existencia de deficiencias u 
omisiones en ese desarrollo no impide verificar la regularidad constitucional 
de su ejercicio".37 En la tesis referida se delinea el marco normativo de los prin-
cipios rectores de la actividad del Estado en materia de seguridad pública, entre 
ellos, los principios constitucionales, lo señalado por tratados internacionales 
en materia de derechos humanos y los criterios establecidos por la Suprema 

36 "FUERZA PÚBLICA. LOS ACTOS POLICIACOS, AL CONSTITUIR ACTOS DE AUTORIDAD, ESTÁN 
SUJETOS PARA SU REGULARIDAD…", op. cit. 

37 "FUERZA PÚBLICA. SU EJERCICIO DEBE SER OBJETO DE DESARROLLO NORMATIVO A NIVEL 
LEGAL, REGLAMENTARIO Y PROTOCOLARIO, PERO AUN ANTE IMPREVISIÓN U OMISIÓN DE ESE 
DESARROLLO ES VERIFICABLE LA REGULARIDAD CONSTITUCIONAL DE SU EJERCICIO", Novena Época, 
registro digital: 163118, Pleno, tesis aislada, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, enero 
de 2011, Materia Constitucional, P.XLIX/2010, p. 55.
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Corte de Justicia de la Nación como parámetros para la justificación constitu-

cional de actos limitantes de derechos y libertades. 

Hasta aquí, se han retomado fundamentalmente aquellos criterios referidos 

especialmente a la "fuerza pública"; a estos habrá que sumar algunas otras tesis 

que, de manera específica, establecen parámetros normativos a la seguridad 

pública.

e. Implementación de sinergias

Si bien la seguridad pública se considera en los tres órdenes de gobierno, es 

fundamental considerar que esta función pública debe realizarse de forma 

coordinada para lograr su efectividad: 

Los operativos y formas de operación y reacción de la policía no deben quedar sujetos 

a las coyunturas de cada momento y circunstancias en que se hace necesario que 

accione o reaccione la policía, particularmente cuando más de un cuerpo policial debe 

entrar en acción, a riesgo de hacer ineficaz el trabajo. De ahí que los procesos de actos 

y operativos de policía, que deben ser estandarizados a través de protocolos, deban 

procurar elementos comunes en la transversalidad.38

De ahí se desprende la necesidad de actuar sumando esfuerzos a fin de que, 

juntos, cuerpos policiacos y policía comunitaria, puedan reaccionar de mane

ra coordinada y evitar así una reacción diferente frente a los mismos hechos 

concretos.

38 "SEGURIDAD PÚBLICA. DEBEN GENERARSE PROCESOS O PROTOCOLOS DE POLICÍA CON 
BASES COMUNES PARA TODAS LAS CORPORACIONES, A FIN DE NO ENTORPECER LAS COLABORA­
CIONES CONJUNTAS", Novena Época, registro digital: 163000, Pleno, tesis aislada, Seminario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, enero de 2011, Materia Constitucional, P.LXXI/2010, p. 57.

REVISTA CEC_01.indb   216 23/10/2015   08:20:15 a.m.



ALGUNAS RESPUESTAS JURISPRUDENCIALES A PROPÓSITO DE LAS POLICÍAS COMUNITARIAS...

	 núm. 1 	 217

El bien común debe pensarse como el mayor beneficio para una determinada 
comunidad; su contenido se basa en la consecución del fin en vista del cual 
existe dicha comunidad: "en la tradición aristotélico-tomista, la noción de ley 
está asociada íntimamente a la noción de bien común".39  Si uno de los fines de 
la comunidad es garantizar la seguridad de las personas que la integran, la 
acción de la policía comunitaria, de las autodefensas y de los cuerpos policíacos 
públicos, debe ser coordinada, en aras de beneficiar a la población, garanti
zando su seguridad, la paz, la propiedad y los derechos fundamentales de las 
personas.

f. Evitar la restricción de derechos 

Ahora bien, aun cuando en ciertas ocasiones las funciones de policía puedan 
restringir de manera legal o justificada ciertos derechos, dichas restricciones 
han de limitarse sólo a los derechos de las personas relacionadas con el caso, 
"debiendo velarse porque los demás no resulten violentados".40 Es importante 
enfatizar que la restricción de derechos no debe ir más allá de lo previsto en la 
legislación, es decir, se delimita en la misma; sin embargo, tratándose de res-
tricciones aplicadas por las diversas corporaciones policiacas, las mismas deben 
regirse por lo preceptuado en la Constitución, en relación con los principios pro 
persona y de interpretación conforme (tanto con la Constitución, como con los 
tratados internacionales). En materia de seguridad pública, la promoción de 
los derechos humanos se hace dando a conocer los límites y alcances de los 
derechos. El deber de respetar implica abstenerse de realizar conductas viola-

39 POOLE, Diego, "Bien común y derechos humanos", en Persona y Derecho, núm. 59, Universidad de 
Navarra, España, 2008, p. 107.

40 "SEGURIDAD PÚBLICA. EL EJERCICIO DE ESA FUNCIÓN DEBE ORIENTARSE A PREVENIR SI­
TUACIONES QUE IMPLIQUEN RESTRICCIÓN DE DERECHOS, PERO CUANDO RESULTE NECESARIO, 
SÓLO DEBEN RESTRINGIRSE LOS ATINENTES AL CASO", Novena Época, registro digital: 162998, Pleno, 
tesis aislada, Seminario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, enero de 2011, Materia Constitucional, 
P.LI/2010, p. 59.
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torias a los derechos humanos y que, a su vez, puedan obstaculizar los derechos 
humanos de las autoridades. La obligación de proteger se relaciona con no violar 
los derechos humanos, incluso si esa violación es realizada por particulares. Las 
autoridades deben supervisar que ello no ocurra. En cuanto al deber de garantizar, 
el Estado debe materializar los derechos, adoptando medidas oportunas y per-
tinentes para garantizar los mismos. 

g. El uso de la fuerza

En relación con lo anterior es importante advertir que la jurisprudencia también 
ha delineado criterios en torno a la forma como los cuerpos policiacos han de 
hacer uso de la fuerza pública. Por ejemplo, atendiendo a que en muchas oca-
siones los cuerpos policiacos requieren utilizar de manera repentina la fuerza 
pública, es relevante determinar para ello un marco de razonabilidad, por lo que 
es conveniente establecer protocolos de actuación a fin de que los servidores 
públicos actúen en el marco de la ley.41 Por otro lado, la vinculación entre el fin 
y el medio utilizado, así como la forma y el grado de la fuerza con que se ejecute, 
deben ser valorados para el cumplimiento de los fines.42

Si se tiene en cuenta el comportamiento de las fuerzas policíacas en diversos 
conflictos sociales, por ejemplo, los hechos ocurridos en diciembre de 2011 en el 
tramo de la Autopista del Sol que cruza la ciudad de Chilpancingo, Guerrero, en 
donde murieron dos estudiantes normalistas, o las manifestaciones de protesta 

41 Cfr. "SEGURIDAD PÚBLICA. EL CUMPLIMIENTO DEL CRITERIO DE NECESIDAD EN EL USO DE 
LA FUERZA POR PARTE DE LOS CUERPOS POLICIACOS SE HACE POSIBLE A TRAVÉS DE LA ELABO­
RACIÓN DE PROTOCOLOS Y DE LA CAPACITACIÓN DE SUS AGENTES", Novena Época, registro digital: 
162999, Pleno, tesis aislada, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, enero de 2011, Materia 
Constitucional, P.LVI/2010, p. 58.

42 Cfr. "SEGURIDAD PÚBLICA. LA RAZONABILIDAD EN EL USO DE LA FUERZA POR PARTE DE LOS 
CUERPOS POLICIACOS EXIGE LA VERIFICACIÓN DE SU NECESIDAD", Novena Época, registro digital: 
162993, Pleno, tesis aislada, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, enero de 2011, Materia 
Constitucional, P.LIV/2010, p. 62.
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contra Enrique Peña Nieto del 1o. de diciembre de 2012, entre otros; surge desde 
luego el cuestionamiento en torno a si el uso de la fuerza por parte de las auto-
ridades policiacas fue adecuado o excesivo, ya que se trata de casos en los que 
se ha criminalizado la protesta social, en los que se han trastocado la vida, la 
libertad y la seguridad de los manifestantes.

La legalidad es un principio y un elemento para "analizar la razonabilidad en el 
uso de la fuerza".43 Para ello, según la interpretación de la Corte, se requiere: 
1) una norma jurídica preestablecida que considere el uso de la fuerza y las ar-
mas, además de los riesgos para los derechos humanos de las personas; 2) que 
las autoridades se encuentren previstas y autorizadas; 3) que el fin perseguido 
con su uso sea lícito, legítimo y constitucionalmente admisible. "Esto es, se trata 
de una valoración particular del caso que puede involucrar variables de orden 
fáctico y que comprende tanto la verificación de la legalidad de la causa bajo la 
cual se justificaría la acción de uso de la fuerza pública como los objetivos con 
ella perseguidos".44 

h. El uso de armas y la regularidad del uso de la fuerza pública por parte 
de los cuerpos policiacos.

Señalábamos párrafos arriba que el criterio de razonabilidad en el uso de la 
fuerza pública es fundamental. Respecto de armas de fuego, éstas deberán ser 
usadas cuando se trate de una opción para proteger la vida personal del agente 
o de otras personas, procurando que este uso "no se ejerza de manera letal, como 
sugiere la Organización de las Naciones Unidas en el punto 9 de los Principios 

43 "SEGURIDAD PÚBLICA. LA RAZONABILIDAD EN EL USO DE LA FUERZA POR PARTE DE LOS 
CUERPOS POLICIACOS EXIGE LA VERIFICACIÓN DE SU LEGALIDAD", Novena Época, registro digital: 
162994, Pleno, tesis aislada, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, enero de 2011, Materia 
Constitucional, P.LIII/2010, p. 61.

44 Idem.
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Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley".45

No obstante, tristemente, la realidad arroja casos en los que el criterio de razo-
nabilidad y los principios que han de regular el empleo de la fuerza son violen-
tados. Un ejemplo puede ser ilustrador.46

En diciembre de 2011 un grupo de estudiantes de la Escuela Normal Rural "Raúl 
Isidro Burgos", de Ayotzinapa, Guerrero, y otros colectivos, se manifestaron en 
la Autopista del Sol, bloqueándola en ambos sentidos, en el tramo Acapulco-
Chilpancingo, toda vez que el gobernador del Estado no les otorgaba una audien
cia. Los manifestantes iniciaron el bloqueo a las 11:40 horas. Al lugar llegaron 
elementos de la División de Fuerzas Federales de la Policía Federal y el  Director 
General de Gobernación del Estado con la finalidad de exhortar a los manifes-
tantes a que se retiraran. Sin embargo, 32 minutos después de esta protesta 
(es decir, aproximadamente a las 12:12 horas) un elemento de la Policía Federal 
lanzó una granada de gas lacrimógeno en contra del grupo que se encontraba 
en la pista asfáltica en el sentido de norte a sur, y dos minutos después los 
manifestantes fueron sometidos de manera violenta por elementos de la Policía 
Federal, quienes además les apuntaron con sus armas e hicieron disparos al 
aire. Cinco minutos después de los primeros disparos llegaron Policías Ministe-
riales, a quienes les entregaron a varios detenidos. Otros elementos de esta 
corporación fueron identificados portando armas largas y vestidos de civiles.  A las 
12:20 horas los disparos de arma de fuego se prolongaron por varios minutos, 

45 "SEGURIDAD PÚBLICA. EL USO DE ARMAS DE FUEGO POR PARTE DE LOS CUERPOS POLICIA­
COS ES UNA ALTERNATIVA EXTREMA Y EXCEPCIONAL", Novena Época, registro digital: 162997, Pleno, 
tesis aislada, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, enero de 2011, Materia Constitucional, 
P.LV/2010, p. 59.

46 Datos tomados de la Recomendación No. 1 VG/2012, sobre la investigación de violaciones graves a los 
derechos humanos relacionada con los hechos ocurridos el 12 de diciembre de 2011 en Chilpancingo, Guerrero, 
consultable en: http://www.cndh.org.mx/sites/all/fuentes/documentos/Recomendaciones/Violaciones 
Graves/001.pdf (10 de febrero de 2015).
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en tanto que los policías perseguían a estudiantes y a otras personas. Seis 

minutos después aparecieron muertas en la carretera dos personas, tres más 

resultaron heridas por proyectil de arma de fuego. Hubo 24 detenidos y remitidos 

a instalaciones de la procuraduría, donde fueron víctimas de golpes por parte 

de las autoridades.

En este asunto fueron claras las violaciones a derechos humanos como la libertad 

de reunión; el derecho a la vida; a la seguridad e integridad personal; la legalidad; 

la seguridad jurídica; la libertad personal, y el trato digno. La protesta social se 

criminalizó y, en muy pocos minutos, existió una sobre-reacción de las diferentes 

policías con el uso de la fuerza y el empleo de las armas.

En el sexenio del presidente Felipe Calderón, soldados, marinos y policías fede-

rales abatieron47, a 4,182 civiles entre diciembre de 2006 y marzo de 2013,48 en la 

supuesta lucha contra el narcotráfico. Los abatían por tratarse de sujetos "invo-

lucrados en delitos federales", sin que mediara la presunción de inocencia o un 

asunto jurisdiccional para juzgarlos.

El gobierno de la República, hoy en día,  intenta impulsar una política de segu-

ridad y prevención social de la violencia que privilegia el uso de la "inteligencia"49 

sobre la fuerza y que pone en el centro de su actuación al ciudadano. Si esto es 

47 El término "abatir" durante el sexenio de Felipe Calderón fue deliberadamente elegido para el discurso 
oficial, a efecto de minimizar el efecto negativo de otros como "matar", "eliminar", "exterminar", "desaparecer", 
cuando el significado al que efectivamente se refiere es a la muerte de personas, presuntamente involucradas 
en delitos y a quiénes se les exterminó.

48 Vid., la nota de Nancy Flores en Contralínea, consultable en: http://contralinea.info/archivo-revista/index.
php/2014/02/02/fuerzas-federales-abatieron-4-mil-182-civiles/ (10 de noviembre de 2014)

49 El término "inteligencia", puede llevar a un discurso retórico y maniqueo (que es el que busca el discurso 
político oficial): antes se privilegiaba la fuerza en lugar de la razón, hoy se privilegia la razón antes que la fuerza; 
en realidad, el término "inteligencia" tiene también claras connotaciones de control y de fuerza al estar vinculado 
al despliegue de las actividades de instituciones de gestión de la información y espionaje (como CISEN). 
Agradezco a Juan Carlos Barrios Lira, sus reflexiones en este punto.
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así, estamos ante un cambio importante, que podría traducirse en más eficiencia 
y apego a los derechos humanos.

Al menos en el discurso, las autoridades han señalado que siempre se actúa 
pensando en un bien mayor, evitando los daños colaterales. Como prueba de lo 
anterior, las agencias de seguridad han identificado a 122 presuntos delincuen
tes,50 de los cuales 71 de ellos han sido detenidos,51 y en la actualidad se encuentran 
sujetos a proceso. Esto es, no murieron en enfrentamientos con las corporaciones 
policiacas o militares, como ocurría con mucha frecuencia en el pasado.

Muchas encuestas como las realizadas por Latinbarómetro52 o Transparencia 
Mexicana53 señalan la desconfianza ciudadana en los cuerpos de seguridad 
pública y la corrupción imperante en los mismos. Resulta paradójico pensar que 
a quienes menos confianza les tienen los ciudadanos, es justo a quienes el Estado 
otorga toda la fuerza. En los casos anteriormente citados percibimos que los 
agentes de las fuerzas públicas iban armados con capacidad de fuego letal, 
actuando frente a una situación "de peligro" sin aplicar el criterio de razonabilidad 
en el uso de las armas. 

En el caso de las fuerzas de seguridad pública, las armas son proveídas por el 
Estado mexicano, sin embargo, tratándose de los grupos de policías comunitarios 
o autodefensas, el Estado se mantiene al margen sobre los mecanismos mediante 
los cuales se consigue el armamento. Existen grupos de policía comunitaria o 

50 Consultable en: http://mexico.cnn.com/nacional/2013/08/29/la-lista-de-los-122-mas-buscados-por-el-
gobierno-sera-confidencial (7 de noviembre de 2014)

51 Datos proporcionados por un asesor del Secretario de Gobernación.
52 En 2011 se preguntó a 1200 personas, con diversas variables, sobre la confianza en la policía, sin que 

se especificara que tipo de policía; 544 personas afirmaron que no existe ninguna confianza y 422 señalaron 
que existe poca confianza. Datos consultados en Latinbarómetro en: http://www.latinobarometro.org/latOnline.
jsp (7 de noviembre de 2014)

53 Un 73% de encuestados percibe como corrupta a la policía, datos consultados en   http://www.tm.org.
mx/presentan-barometro-global-de-la-corrupcion-2013/ (5 de noviembre de 2014)
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de autodefensa que cuentan con armas de alto calibre, pero que no aplican el 

criterio de razonabilidad al disparar, porque no existe un mecanismo de capaci-

tación vigilado por el Estado que garantice que estos grupos conozcan los 

principios básicos del uso policíaco de las armas letales. En este sentido, parece 

claro que el Estado debe intervenir para que el criterio de razonabilidad sea 

aplicado o para que las armas sean restringidas. 

Por supuesto que ante situaciones violentas o al enfrentar a presuntas personas 

involucradas con el crimen organizado, la situación no es fácil de controlar, 

mucho menos si las fuerzas de seguridad pública son atacadas, pero aún así 

debe prevalecer el criterio de razonabilidad al disparar.

i. La seguridad pública y los derechos humanos

En la necesaria actuación de fuerzas del Estado, la jurisprudencia señala tres 

momentos. El primero de ellos, corresponde a la observación del contexto de 

los hechos y a la determinación de las acciones previas frente a los mismos, 

es decir, planeación y medidas alternativas; el segundo momento lo conforma 

la ejecución de los actos frente al contexto de los hechos; el tercer momento, 

es el relativo a asumir la consecuencia de los actos de los agentes del Estado, 

a través de la transparencia y la rendición de cuentas.54

Según la tesis P.LXIX/2010 del Pleno de la Suprema Corte, al existir omisiones 

legislativas respecto a los actos de la policía, la fuerza pública y la seguridad 

pública, se generan condiciones de vulnerabilidad de los derechos humanos, 

54 Cfr. "SEGURIDAD PÚBLICA. ESTADIOS TEMPORALES PARA VERIFICAR LA REGULARIDAD DEL 
EJERCICIO DE LA FUERZA POR PARTE DE LOS CUERPOS POLICIACOS", Novena Época, registro digital: 
162996, Pleno, tesis aislada, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, enero de 2011, Materia 
Constitucional, P.LVIII/2010, p. 60.
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particularmente del derecho a la protección de la vida y de la integridad personal 

(física y psicológica), pues conforme a estos derechos el Estado debe realizar 

acciones que coadyuven a su respeto y ejercicio.55 

Sin embargo, no es del todo exacto que para que los servidores públicos des-

plieguen un compromiso con los derechos humanos todo deba estar previsto 

en la ley. Si el actuar de los servidores públicos se basara en principios y virtudes 

éticas, se evitaría vulnerar los derechos de las personas; partir de la razonabilidad 

del servidor público es también una vía para lograr un actuar congruente, dirigido 

por el bien común y basado en los fines de la seguridad pública.

Según el artículo 1o. constitucional, el Estado tiene diversas obligaciones con 

las personas. En su párrafo tercero el precepto indicado señala: 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de pro

mover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los 

principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En con

secuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a 

los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

En este sentido, es claro que por mandato constitucional y apoyados en un 

compromiso ético, los servidores pueden y deben cumplir con sus obligaciones 

frente a los derechos humanos, aun en situaciones en las que existan omisio

nes legislativas.

55 Cfr. "SEGURIDAD PÚBLICA, FUERZA PÚBLICA Y ACTOS DE POLICÍA. LAS OMISIONES LEGISLA­
TIVAS EN ESAS MATERIAS PROPICIAN POR SÍ MISMAS CONDICIONES DE VULNERABILIDAD DE LOS 
DERECHOS HUMANOS", Novena Época, registro digital: 162995, Pleno, tesis aislada, Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, enero de 2011, Materia Constitucional, P.LXIX/2010, p. 61.
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8. Los derechos humanos 
y el buen gobierno

El marco de legitimidad de los gobiernos se da con el respeto a los derechos 

humanos y la efectividad de los mismos. Es claro que, al delegar o endosarle 

labores de seguridad pública a las policías comunitarias, a los grupos de auto-

defensa o a cualquier persona (organizada o no), el Estado pone en evidencia 

su debilidad institucional, con graves consecuencias para el bien común, el 

bienestar general y los fines y propósitos, tanto de las comunidades como de 

la Nación. Por ello, los ciudadanos requerimos para todos los fines del Estado, 

que existan policías comprometidos con la lucha de los derechos humanos, 

delimitando claramente su organización y sus atribuciones, que se apeguen a 

principios éticos de cada corporación de seguridad, que los diferentes actos en 

razón de sus funciones se encuentren sujetos a regularidad, que puedan trabajar 

en forma conjunta con las demás corporaciones, que utilicen el uso de la fuerza 

de manera racional, en definitiva, que la función de seguridad pública se realice 

por una policía de excelencia, comprometida con el respeto a la ley y a los dere-

chos humanos. Pero lograr lo anterior, parece más probable a través de una 

institucionalización policiaca y no de grupos independientes. Los Estados dentro 

del marco de respeto a los derechos humanos tienen obligaciones específicas 

como son el respetar, proteger, garantizar y promover los derechos humanos.  

El deber de respetar a los derechos humanos constituye una obligación universal, 

que corresponde tanto a las autoridades como a las personas. "La justicia no 

puede prescindir de la fuerza. La idea de lo justo se encarna en unos principios 

universales, en el derecho natural, en los derechos humanos, en las constitu-

ciones y las leyes; pero para entrar en vigor, las leyes necesitan la fuerza del 
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Estado. Sin embargo, el Estado no está en su derecho de hacer cualquier cosa, 
ya que también está obligado a respetar la ley".56

Esta obligación de respeto, representa para el Estado un deber de abstención a 
conductas contrarias a los derechos. Como se señalaba anteriormente, el Estado 
tiene la obligación de promover y respetar los Derechos Humanos.

Por su parte, tratándose de grupos de autodefensas, es claro que atendiendo a 
los deberes estatales de protección, el Estado debe hacerse cargo de las violacio
nes de derechos humanos cometidas por particulares. En el derecho interna-
cional cuando existe una violación de esta naturaleza por parte de particulares, el 
Estado incurre en responsabilidad, como quedó acreditado en el "Caso González 
y otras vs. México", conocido como "Campo Algodonero", sentencia de 16 de 
noviembre de 2009, en la que el Estado fue condenado por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos por no atender las demandas de justicia de los familia
res de las jóvenes desaparecidas y asesinadas en Ciudad Juárez, Chihuahua.57 
Esta sentencia de la Corte, es un buen ejemplo para mostrar la responsabilidad 
que tiene el Estado frente a las actuaciones de grupos, que van por la libre "defen
diendo sus derechos".

Por otro lado, garantizar los derechos implica la obligación del Estado de establecer 
salvaguardias institucionales específicas a cada uno de estos derechos, por lo que 
es claro que la institucionalización policiaca forma parte de esta obligación.

Finalmente, la promoción de los derechos humanos resulta fundamental en 
estos grupos que se están legitimando para realizar operaciones policiacas. Por 

56 TODOROV, Tzvetan, El nuevo desorden mundial, Quinteto, España, 2003, p. 119.
57 "…Los Estados también pueden ser responsables de actos privados si no adoptan medidas con la di-

ligencia debida para impedir la violación de los derechos o para investigar y castigar los actos de violencia…" 
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ello, de cara a sus obligaciones internacionales y su compromiso con la ciuda-

danía, es necesario que las autoridades se comprometan en serio con los dere-

chos de las personas y que la seguridad pública sea responsabilidad del Estado.

9. Conclusiones

1.	 La seguridad pública es una obligación del Estado a fin de garantizar 

los derechos humanos de las personas.

2.	 La seguridad pública, en diversas regiones del país, resulta rebasada, 

por ello los ciudadanos se han organizado.

3.	 La organización de las personas en cuerpos de seguridad puede signi-

ficar el hacer justicia por propia mano.

4.	 La implementación de diversas formas de seguridad ciudadana, de-

muestra un debilitamiento de las instituciones.

5.	 Estas nuevas policías, sin los parámetros adecuados que la sociedad 

exige para los servidores públicos que se encargan de la seguridad, cons

tituyen una amenaza a las nuevas maneras de construir ciudadanía o 

a las nuevas formas de autodeterminación de los pueblos. 

6.	 Se debe garantizar siempre a las personas el respeto a los derechos 

humanos, la búsqueda del bien común y la apuesta por la paz.

7.	 La seguridad pública no puede formar parte de la autodeterminación 

de las comunidades indígenas, no pueden llenar un vacío que le co-

rresponde llenar al Estado.

8.	 Aunque estas nuevas formas de organización social son emancipatorias 

de las comunidades, el Estado no puede rehuir sus obligaciones de 

garantizar, proteger y respetar los derechos humanos.
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